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-Lingüista-

Puquio. Es un quechuismo (de pukyu ‘fuente’) que se 
documenta en el castellano del Perú, Bolivia, Chile 
y el noroeste de la Argentina, con el sentido de “ma-
nantial o vertiente de agua” (Diccionario de ameri-
canismos, ASALE, 2010). En La tumba del relámpa-
go, Manuel Scorza escribe acerca de un personaje: 
“Hervía unos puñados de maíz y bebía de un puquio 
cercano” (Barcelona 1988, p. 24). En Bolivia y la Ar-
gentina se registra la variante pugio.

N o solo el minero necesita licencia social. 
El país entero la necesita. Porque vivir 
en una colectividad es vivir invadien-
do el espacio de otros, continuamente 
y de una u otra manera, con fiestas en la 

noche, construcciones en el día, competidores que 
incursionan en el territorio de nuestra clientela, 
choferes apurados, vecinos que prefieren pistas an-
chas en vez de una hilera de árboles, irrespetuosos 
que se cuelan en la cola, apadrinados que nos roban 
oportunidades de trabajo, municipios o la Sunat que 
invaden nuestro bolsillo… La vida en sociedad es un 
choque sin fin de derechos personales.

De allí el papel central de un sistema de toleran-
cias, reglas, arbitrajes y licencias, sistema que algunos 
describen como pacto social. Pero acceder a ese pacto 
supone sacrificar la defensa a ultranza de derechos 
individuales y apostar por los beneficios del toma y 
daca regulado. En el Perú nos aferramos a la ventaja 
individual, que con frecuencia es segura y se encuen-
tra a la mano (un amigo en el municipio, la distrac-
ción del serenazgo, el escudo de una norma ambigua, 
un cliente que acepta cancelar en efectivo para evitar 
el IGV, autoridades dispuestas a aceptar una coima). 
El resultado es un país que funciona, pero mal. 

Creo que nuestra renuencia a confiar se origi-
na en una herencia de escasa justicia social. ¿Cómo 
apostar por un sistema que ha sido tan abiertamente 
propiedad de una minoría? ¿Qué credibilidad pue-
de tener un pacto social? Sobreponernos a una larga 
historia del poder de facto es comparable a salir de 
las mafias, que una vez instaladas se vuelven extre-
madamente difíciles de erradicar.

A pesar de esa dificultad, el Perú reporta un avance 
sustancial en justicia social durante el último medio 
siglo. Los primeros pasos significaron una democra-
tización del voto, que en 1956 incluyó a las mujeres 
y desde 1980 alcanzó a los analfabetos. La exclusión 
electoral se fue reduciendo con la expansión del sis-
tema educativo por todo el territorio. La población 
analfabeta de 58% en 1940 bajó a solo 18% en 1980. 
La desigualdad económica se volvió un tema de de-
bate durante los años sesenta pero la pobreza seguía 
olvidada. En esos años el médico brasileño Josué de 
Castro escribió sobre el “tabú del hambre, tema que 
no era posible conversar públicamente por sus re-
percusiones políticas y sociales”. El régimen militar 
de los años setenta significó una redistribución del 
poder político, aunque sus medidas redistributivas 
poco hicieron para reducir la desigualdad o pobre-
za, y fueron seguidas por una década de terrorismo 
y crisis financiera. La política social cambió duran-
te los años noventa, priorizando la pobreza sobre la 
desigualdad, política que fue reforzada durante el 
nuevo milenio. La descentralización política propició 
un aumento sustancial en la construcción de obras en 
los distritos más pobres. Los caminos rurales, y luego 
la llegada del celular, han sido particularmente efec-
tivos para potenciar tanto la capacidad productiva 
como el poder político de la población históricamen-
te olvidada del interior, logros que se reflejan en las ci-
fras de reducción de la pobreza y la desigualdad.

La confianza es una planta que crece lentamente. 
Pasará un tiempo antes de que los avances sociales se 
traduzcan en una mayor credibilidad del sistema so-
cial, ayudándonos así a salir del empantanamiento 
conflictivo. Más que los logros objetivos de tipo eco-
nómico, la sensación de justicia social debe ser creada 
en el ámbito de la política, con un liderazgo político 
convincente, un reforzamiento de la participación 
y autodeterminación, y la creación de símbolos que 
realcen el sentido de ser parte de una misma nación.

No entiende o se hace 
el que no entiende

Las encuestas top del 2015 Licencia 
social

E l presidente Ollan-
ta Humala dice que 
él tiene derecho a 
hablar sobre los go-
biernos anteriores. 

“Tenemos todo el derecho de 
criticar lo bueno o lo malo que 
han hecho regímenes anterio-
res”, ha asegurado.

El presidente no entiende o 
quiere hacernos creer que no 
entiende. Por supuesto que tie-
ne derecho de opinar. No se dis-
puta su derecho, se cuestiona el 
ejercicio de su función.

El gobierno debe ser neutral 
en el proceso electoral. Debe 
serlo y parecerlo.

Si se tratara solo del derecho 
a opinar, ¿por qué no opina en 
público sobre la dictadura en 
Venezuela o el precandidato re-
publicano Donald Trump? ¿No 
es libre de opinar?

El presidente no entiende o 
quiere hacernos creer que no 
entiende que una cosa es la li-
bertad de opinión y otra, muy 
distinta, la función de gober-
nar. Para gobernar se requiere 
ecuanimidad y neutralidad. 

En aras de estas virtudes, 
quien tiene el mandato de toda 

una nación debe reprimir mu-
chas de sus opiniones o convic-
ciones. Como el ex mandata-
rio uruguayo Manuel Mujica, 
cuando un error electrónico 
permitió conocer sus opiniones 
sobre los esposos Kirchner, ex 
presidentes de Argentina.

Mujica tenía derecho a pen-
sar que “esta vieja es peor que el 
tuerto”, refiriéndose a Cristina 
Fernández y su esposo, Néstor 
Kirchner. No tuvo la intención 
de publicar sus opiniones y, lue-
go de que sucedió, pidió discul-
pas y dio satisfacciones.

¿No era libre de opinar? Sí, 
pero representaba a toda una 
nación. Por eso pidió disculpas 
y recuperó las formas de la ci-
vilidad.

Las formas de la civilidad no 
deben ser tema excesivamen-
te sofisticado para un ex mili-
tar. El ex comandante Ollanta 
Humala es ahora presidente 
de la República. Actualmen-
te está obligado a cumplir una 
función.

El jefe de Estado, contra la 
Constitución, participa en el 
actual proceso electoral. Se lo 
impiden la ley y el decoro, pero 

L a ciudadanía se ex-
presa en el Perú ca-
da cinco años en las 
ánforas electorales. 
Entre uno y otro pro-

ceso, las encuestas nos dan 
una buena aproximación del 
sentir de los peruanos. A con-
tinuación los hallazgos más 
significativos de las  encuestas 
efectuadas en  el 2015 por Ip-
sos para El Comercio (la ma-
yoría de las reseñadas a conti-
nuación) y otras instituciones 
(mencionadas específicamen-
te cuando sea el caso):

Presidente jalado: El presi-
dente Ollanta Humala termina 
el año con 16% de aprobación. 
Un año antes tenía 30%. A dife-
rencia de Alan García, su ante-
cesor, quien mantuvo el respal-
do de un tercio de la ciudadanía 
durante el último tramo de su 
gobierno, Humala siguió per-
diendo apoyo en el 2015, con-
forme se desaceleraba la eco-
nomía y se incrementaban los 
problemas de Nadine Heredia.

Las agendas de Nadine: 
Entre las varias denuncias y 
escándalos que rodearon a la 
presidenta del Partido Nacio-
nalista en el 2015, el más noto-
rio fue el de las agendas, cuya 
autoría negó en varias opor-
tunidades y que luego, ante 
la inminencia de la prueba 
grafotécnica tuvo que re-
conocer que eran suyas. 
Como resultado, su apro-
bación popular se preci-
pitó en un año de 27% a 
10%.

La caída de Martín Be-
launde Lossio: Antes de 
estallar el caso de las agen-
das, ya el gobierno se había 
visto sacudido por la inves-
tigación y posterior captura, 
en Bolivia, de Martín Belaun-
de Lossio, ex jefe de campaña 
de Humala. Al ser detenido, 
87% de la población informa-
da lo consideraba culpable y 
solo 5% inocente de lavado de 

No tenemos por qué sufrir 
los excesos de quien 
no entiende el orden 
constitucional.

Las encuestas nos dan una 
buena aproximación del 
sentir de los peruanos.

federico salazar
-Periodista-

alfredo torres
-Presidente ejecutivo Ipsos Perú-

él pasa por encima de esas ba-
nales restricciones. Hace lo que 
quiere, según lo que entiende.

Ha criticado duramente a 
Alberto Fujimori, para que su 
hija, la candidata Keiko Fujimo-
ri, salga a defender a su padre. 
Dicha defensa la haría perder 
preferencias electorales.

“No estoy mintiendo, es-
toy diciendo la verdad”, dice el 
presidente Humala. Esta es su 
coartada para poder participar 
en el debate electoral y darle 
una ayuda al candidato de su 
partido.

El impedimento legal y ético 
que tiene para expresar sus opi-
niones no tiene que ver con la 
verdad o la falsedad. Tiene que 
ver con su competencia consti-
tucional.

El presidente Humala no 
parece darse cuenta de lo que 
implica su participación en la 
campaña electoral. No solo in-
cumple el orden legal, sino que 
rebaja el nivel de la investidura 

entre los participantes en la cé-
lebre conferencia de ejecuti-
vos. A la pregunta de las medi-
das necesarias para reactivar la 
economía, la primera deman-
da fue el combate eficaz contra 
la corrupción, muy por encima 
de reducciones de impuestos o 
reformas laborales.

Inseguridad generaliza-
da: El incremento de la delin-
cuencia se consolidó como la 
mayor preocupación de la po-
blación. Y con ella, el apoyo a 
propuestas simplistas como 
sacar a los militares a las calles, 
incrementar las penas o decre-
tar el estado de emergencia. 
Incluso iniciativas efectistas 
como ‘chapa tu choro’ recogie-
ron un respaldo mayoritario. 
Será sin duda tema central de la 

presidencial. 
El mandatario sienta un mal 

precedente y da un mensaje 
tóxico. “Infrinja usted la ley, 
consígase una buena coartada, 
y haga lo que le da la gana”. “El 
presidente lo hace”. Este es el 
mensaje que recibimos del jefe 
de Estado.

Quizá el oficialismo busque 
patear el tablero. Quizá le inte-
rese que se cuestione el proceso 
electoral. Tal vez sus líderes no 
encuentran otro camino para el 
final de su mandato.

Puede suceder que el man-
datario carezca del entendi-
miento sobre las exigencias de 
su cargo. Otra posibilidad es 
que las entienda, pero que no le 
importe.

En cualquiera de los escena-
rios, su estrategia no debe pros-
perar. Las autoridades electo-
rales deben hacerle saber que el 
Estado de derecho se basa en la 
división y contrapeso de los po-
deres. El Ejecutivo tiene límites 
y se deben hacer respetar.

No tenemos por qué sufrir 
los excesos de quien no entien-
de, o se hace el que no entiende, 
el orden constitucional.

campaña electoral.
Sensación de retroceso: 

Por primera vez en 15 años, 
quienes piensan que el Perú 
está retrocediendo superaron 
a los que creen que el país es-
tá progresando. Hace un año, 
45% afirmaba que el Perú esta-
ba progresando y 21% que es-
taba retrocediendo, ahora solo 
35% percibe al país progresan-
do mientras 47% siente que es-
tá retrocediendo. 

Cauteloso optimismo: Sin 
ser mayoritaria, la expectativa 
popular para dentro de 12 me-
ses es ligeramente favorable. 
32% piensa que el Perú estará 
mejor, 33% igual y 17% peor. 
A su vez, 50% cree que su situa-
ción económica familiar estará 
mejor dentro de un año, 35% 
igual y solo 10% peor. A pesar 
de todo, las próximas eleccio-
nes presidenciales son vislum-
bradas como una oportunidad 
de recuperación. Ocurre que 
muchos confían en que ganará 
el candidato de su preferencia.

Elecciones en perspecti-
va: Keiko Fujimori tenía 33% de 
intención de voto hace un año y 
hoy conserva el mismo respal-
do. Pedro Pablo Kuczynski tenía 
14% y ahora 16%. La sorpre-
sa está en el tercer lugar: César 

Acuña subió de 4% a 13% 
mientras Alan García bajó 
de 12% a 8%, aunque antes 
de la incierta alianza Apra-
PPC. Lo más probable es 
que el próximo presidente 
del Perú sea uno de estos 
cuatro candidatos.

Venezuela, libertad: 
Para 89% de los encuesta-

dos informados de las elec-
ciones parlamentarias en 

Venezuela, fue una buena no-
ticia que ganara la oposición. 
Solo 7% lo consideró una mala 
noticia. Los peruanos tienen 
claro el fracaso del chavismo.

 Libertad para los presos 
políticos en Venezuela.  

Rincón del autor

richard webb
-Director del Instituto del 

Perú de la USMP-
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activos. Y lo que es más grave, 
dados sus vínculos con la pri-
mera dama, 78% la considera-
ba cómplice de los actos ilega-
les en que habría incurrido el 
acusado.

Todos están amarrados: 
Como destacó Ricardo Uceda, 
esta terrible frase resume bien 
el sentir de la ciudadanía sobre 
la corrupción, recogido en la 
encuesta que efectuó Ipsos pa-
ra Proética, donde también se 
encontró que el principal pro-
blema que la opinión pública 
observa en el Estado Peruano 
es la corrupción y que las enti-
dades llamadas a combatirla –
el Poder Judicial, el Congreso, 
la policía– son percibidas como 
las más corruptas.

Corrupción y reactiva-
ción: La encuesta efectuada 
por Ipsos para CADE encontró 
también una sensación gene-
ralizada de hartazgo 
hacia la corrupción 
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